ACCIÓN DE TUTELA CONTRA AUTO QUE RESUELVE INCIDENTE DE DESACATO / INCUMPLIMIENTO DE ORDEN IMPARTIDA EN EL FALLO DE ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO / DEFECTO FÁCTICO - Omisión de valoración probatoria / FACTOR SUBJETIVO DE RESPONSABILIDAD - No fue completo ni proporcional respecto de la actora / PROPORCIONALIDAD DE LA SANCIÓN - No se encontraba en igual situación frente a los demás sancionados / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO

[E]l Tribunal accionado no incurrió en defecto fáctico por haber valorado irracionalmente las pruebas con las cuales se pretendió demostrar que se habían adelantado actuaciones para el cumplimiento del fallo de 22 de julio de 2013, como lo aluden tanto la actora como los terceros con interés, pues precisamente encontró en el análisis del factor subjetivo de responsabilidad que: i) se otorgó un plazo adicional al fijado en la sentencia de cumplimiento de 180 días hábiles más y ii) vencida dicha prórroga el 29 de diciembre de 2017, a la fecha en que profirió la decisión que confirmó la decisión de desacato, esto es, 19 de julio de 2018, habían transcurrido otros seis (6) meses más. Sin embargo, no se culminó con el proceso de implementación del sistema de carrera para la provisión de cargos en la Universidad del Quindío, razón por la cual tenía mérito suficiente para la confirmación de la sanción impuesta a los incidentados. (…) A pesar de lo anterior, no escapa a la atención de la Sala que la [actora] fue la única servidora que acreditó y argumentó en sede de desacato y en la presente tutela, el hecho que tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad hasta el 18 de diciembre de 2017. De acuerdo con lo anterior, y en atención a que el Tribunal sustentó su sanción en el actuar displicente de los incidentados por cuanto dejaron “vencer el plazo adicional de los 180 días (hábiles) logrando tan solo aprobar siete normas del reglamento de la CUCEA.”, contados, inclusive, a partir del 1 de abril de 2017, la circunstancia particular que la tutelante esgrimió cobraba especial relevancia si se tiene en cuenta que como lo manifestó solo contó con 8 días hábiles de los 180 concedidos en la prórroga de 2 de mayo de 2017, más los seis (6) meses en que la autoridad judicial tuvo en cuenta hasta que profirió, en grado jurisdiccional de consulta, la providencia controvertida, lo que implica que el grado de displicencia de la [actora] fue menor al de aquellos servidores que no demostraron estar en una situación similar. (…) De acuerdo con lo anterior, esta Sala se permite concluir que dicho juicio no fue completo ni proporcional, por parte de la autoridad judicial accionada, frente a la actora y, por ende, la sanción de la accionante debió ser diferente a la impuesta a los servidores que no acreditaron una circunstancia similar (…) situación que implica la vulneración de su derecho fundamental al debido proceso por la incursión en defecto fáctico por omisión en la valoración de la referida prueba, en concurrencia con la garantía de proporcionalidad de la sanción frente a los demás sancionados

FUENTE FORMAL: LEY 393 DE 1997 - ARTÍCULO 29 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 13

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-03629-00(AC)

Actor: RAQUEL DÍAZ ORTIZ

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO

La Sala decide la acción de tutela interpuesta por la señora Raquel Díaz Ortiz contra el Tribunal Administrativo del Quindío, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991.
1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

Por medio de memorial radicado el 3 de octubre de 2018, en la Secretaría General de esta Corporación, la señora Raquel Díaz Ortiz, mediante apoderado judicial, presentó acción de tutela con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa, contradicción, a la igualdad, de acceso a la administración de justicia y, se garanticen los principios de legalidad y presunción de inocencia. 
Las mencionadas garantías las estimó vulneradas con ocasión de la providencia de 19 de julio de 2018, por medio de la cual el Tribunal Administrativo del Quindío confirmó la sanción que le fue impuesta por desacato
 en el auto de 21 de junio de 2018, por parte del Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia, en el marco del trámite incidental, identificado con el radicado 63001-33-33-002-2013-00411-05. 

1.2. Hechos

Una vez analizada la petición de amparo y los elementos probatorios que obran en el expediente, la Sala considera que los hechos relevantes para resolver el presente caso son los siguientes:

· El Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia, el 21 de junio de 2013, profirió sentencia de primera instancia, en el proceso de acción de cumplimiento que el señor Fabio Cagua Castellanos promovió contra la Universidad del Quindío con la finalidad de que acatara el mandato imperativo e inobjetable contenido en los artículos 7º numeral 5º y 28 numeral 2º del Acuerdo Nro. 005 del 28 de febrero de 2005. En concreto, se ordenó lo siguiente:

“Primero: Ordenar al Consejo Superior de la Universidad del Quindío a través del Rector como representante legal, se cumpla con lo dispuesto por los artículos 7 numeral 5 y 28 numeral 2 del Acuerdo Nro. 005 del 28 de febrero de 2005 y se proceda a aprobar el Estatuto Personal Administrativo y el Sistema de Carrera Especial para el personal Administrativo de la Universidad del Quindío, se proceda con la expedición de los actos administrativos que lo implementen, reglamentan para su ejecución y puesta en vigencia.

Segundo: Para la aprobación del Estatuto de Personal Administrativo y el Sistema de Carrera Especial para el Personal Administrativo de la Universidad del Quindío cuenta con un plazo de un (1) mes contados (sic) a partir de la fecha de la presente sentencia, además debe disponer lo necesario para que se diseñe un plan de implementación del régimen de carrera, con un cronograma de ejecución del mismo y con los indicadores de los resultados pertinentes que permitan medir el avance en la ejecución del plan. En dicho plan se indicarán específicamente cada uno de los obstáculos por afrontar y la manera como serán superados, así como si la carrera será implementada por etapas. El plan, junto con el cronograma y los indicadores de medición de resultados, debe ser remitido a este despacho dentro de los tres (3) meses siguientes a la notificación de esta sentencia.

La ejecución de cronograma diseñado por el Consejo Superior deberá haber concluido para el 30 de junio de 2014, fecha en la cual deberá haberse cumplido con las etapas de requisición o convocatoria, reclutamiento, preselección, aplicación de las pruebas o instrumentos de selección, entrevista, análisis integral de la información, publicación de resultados, retroalimentación del proceso de selección, conformación de la lista de elegibles, periodo de prueba y la inscripción en carrera.”

· La anterior sentencia fue objeto de apelación; recurso que fue resuelto por el Tribunal Administrativo del Quindío, en sentencia de 22 de julio de 2013, que confirmó la decisión de primera instancia.

· Ante el incumplimiento de la aludida orden judicial, el demandante promovió desacato, el cual se resolvió por medio de auto de 27 de febrero de 2017, por medio del cual el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia sancionó con multa a los servidores vinculados en ese trámite incidental. 

No obstante, la anterior decisión fue revocada por parte del Tribunal Administrativo del Quindío, en sede de consulta, en auto de 6 de abril de 2017, asimismo, exhortó al Consejo Superior y a la Rectoría de la Universidad del Quindío para que continuaran haciendo el seguimiento estricto a lo ya implementado respecto del sistema de carrera en la mentada Universidad y generaran las decisiones administrativas del caso.

· Respecto de la providencia de 6 de abril de 2017, la parte incidentante solicitó su aclaración, en el sentido de establecer un término durante el cual la entidad demandada debía darle cumplimiento a los fallos proferidos, petición que fue resuelta mediante auto del 2 de mayo de 2017, en los siguientes términos:
“PRIMERO: DECLARAR improcedente la solicitud de aclaración del auto proferido el día 6 de abril del año 2017, proferido por este Despacho.
SEGUNDO: De conformidad a lo informado por la Universidad del Quindío, FIJAR como término máximo, 180 días contados a partir del 1 de abril de 2017, inclusive, para que la entidad accionada, Universidad del Quindío, dé cumplimiento total a la sentencia proferida el 21 de junio de 2013 por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Armenia confirmada por este Tribunal mediante sentencia del 22 de febrero (sic) del mismo año.
TERCERO: ORDENAR a la Universidad del Quindío que informe, mensualmente, al Juzgado de Primera instancia, esto es, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Armenia, respecto de las Gestiones adelantadas por el aludido comité”.
·   El 23 de noviembre de 2017, el señor Fabio Cagua Castellanos promovió, nuevamente, incidente de desacato, trámite en el cual, a través de providencia del 5 de febrero de 2018, el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia dio apertura al incidente y vinculó, como servidores que  debieron acatar las órdenes contenidas en las providencias de 21 de junio y 22 de julio de 2013, a los señores Carlos Eduardo Osorio Buriticá, Ángela María Alzate Manjarrés, Carlos Iván Correa Valencia, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López, José Wilder Rodríguez Obando, Sandra Paola Hurtado Palacio, Francisco Javier Cardona Acosta, Jeannete Rocío Gilede González, Germán Andrés Urrego Sabogal, Claudia Patricia Bernal Rodríguez, Luis Fernando Polanía Obando, María Elena Ramírez Vásquez, Raquel Díaz Ortiz y José Fernando Echeverry Murillo.

· Posteriormente, por medio de auto de 21 de junio de 2018, el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia resolvió lo siguiente:
“RESUELVE
PRIMERO: Sancionar con multa de dos salarios mínimos legales mensual para cada una de las siguientes personas:

1. CARLOS EDUARDO OSORIO BURITICÁ
Gobernador: gobernador@qobernacionquindio.qov.co

2. ANGELA MARÍA ALZATE MANJARRÉS
 Delegada de Presidencia de la República angelaquindio@hotmail.com

3.
RAQUEL DÍAZ ORTIZ 

 Delegada  de la Ministra de Educación Nacional: rdiaz@mineducación.gov.co

4.
CARLOS IVÁN CORREA VALENCIA

Representante de las Directivas

Académicas- cicorrea@uniquíndio.edu.co

5.
ÁLVARO CÓRDOBA NIETO
Representante de los Exrectores  

acordoba@cmaboaadosasociados.com

6.
CARLOS ANÍBAL BLANDÓN JIMÉNEZ-  

Represente del Sector Productivo – carlosblandon@yahoo.com

7.
JUAN FARID SÁNCHEZ LÓPEZ

Representante de los Profesores — iuanfa@uníquindio.edu.co

8. JOSÉ WILDER RODRÍGUEZ OBANDO
Representante de los Estudiantes — jwilder33@hotmail.com

Se sanciona igualmente al Doctor JOSÉ FERNANDO ECHEVERRY MURILLO, actual Representante Legal con multa de un (1)
salario mínimo legal mensual. rector@uniquindio-edu.co

SEGUNDO: Se ordena la desvinculación del trámite incidental a los señores:

1.
SANDRA PAOLA HURTADO PALACIO

2.
FRANCISCO JAVIER CARDONA ACOSTA

3.
JEANNETE ROCÍO GILEDE GONZÁLEZ

4.
GERMÁN ANDRÉS URREGO SABOGAL

5.
FABIO CAGUA CASTELLANOS

6.
CLAUDIA PATRICIA BERNAL RODRÍGUEZ

7.
LUIS FERNANDO POLAINA OBANDO

8.  MARÍA ELENA RAMÍREZ VASQUEZ (…)”
El Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia concluyó que “(…) existía la decisión debidamente ejecutoriada y la prueba de la sustracción al cumplimiento de lo ordenado por el despacho y la dilación constante, púes si bien es cierto es un proceso complejo, el término otorgado no fue irrisorio la dilación es evidente por parte del Consejo Superior y Representante Legal, ahora respecto a quienes deben cumplir, la providencia determinó (sic) la responsabilidad en su Representante Legal y los Miembros del Consejo Superior, si bien se inició trámite incidental contra los miembros del CUCEA
 en parte alguna de la Providencia se mencionan, razón por la cual se desvinculan (…)”.
· La anterior decisión fue confirmada por parte del Tribunal Administrativo del Quindío, en grado jurisdiccional de consulta, en auto de 19 de julio de 2018. 

1.3. Fundamentos de la solicitud 

En síntesis, la accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales por cuanto la autoridad judicial accionada incurrió en defecto fáctico
 toda vez que no tuvo en cuenta el certificado aportado al trámite incidental, expedido por la Secretaría General de la Universidad del Quindío, en el que se indicó que tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad el 18 de diciembre de 2017.

De acuerdo con lo anterior, el Tribunal accionado no tuvo en cuenta que desde que asumió sus funciones como Delegada solo transcurrieron “8 días hábiles” para que cumpliera lo ordenado en los fallos de 21 de junio y 22 de julio de 2013, toda vez que el término adicional otorgado (180 días), en la providencia de 2 de mayo de 2017, se cumplió, según como lo concluyó el mismo Tribunal, el 29 de diciembre de 2017.
Asimismo, aludió que desde su posesión hasta el vencimiento del término otorgado: i) solo pudo asistir a “1 sesión del Consejo Superior, el mismo día de su posesión 18 de diciembre del año 2.017.” y ii) la misma acaeció “1 día hábil antes de que la rama judicial (sic) entrara a vacancia para cumplir el fallo de los 180 días hábiles”. 

  

De conformidad con lo anterior, en criterio de la accionante, las providencias cuestionadas no efectuaron el respectivo análisis de responsabilidad subjetiva que debe realizarse en sede de desacato, con la finalidad de determinar el grado de culpabilidad de su actuar frente al incumplimiento de las órdenes impartidas, razón por la cual la multa que le fue impuesta no se encuentra debidamente sustentada en la providencia objeto de reproche.

1.4. Pretensiones

Del escrito de tutela se infiere que la actora solicita dejar sin efectos el auto de 19 de julio de 2018, por medio del cual el Tribunal Administrativo del Quindío confirmó la sanción por desacato, consistente en multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, en el marco del trámite, identificado con el radicado 63001-33-33-002-2013-00411-05. 

1.5. Trámite en primera instancia
Por auto de 5 de octubre de 2018
, el Consejero Ponente admitió la solicitud de tutela y ordenó su notificación a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Quindío como autoridades judiciales accionadas.

Asimismo, ordenó vincular, en calidad de terceros con interés, al Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia [autoridad judicial que conoció del incidente de desacato en primera instancia], al señor Fabio Cagua Castellanos, al representante legal de la Universidad del Quindío - Rector José Fernando Echeverry Murillo - [parte actora y demandada dentro de la acción de cumplimiento 63001-33-33-002-2013-00411-01] y, a los señores Carlos Eduardo Osorio Buriticá, Ángela María Alzate Manjarrés, Carlos Iván Correa Valencia, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López, José Wilder Rodríguez Obando, Sandra Paola Hurtado Palacio, Francisco Javier Cardona Acosta, Jeannete Rocío Gilede González, Germán Andrés Urrego Sabogal, Claudia Patricia Bernal Rodríguez, Luis Fernando Polanía Obando y María Elena Ramírez Vásquez [servidores vinculados en el marco del trámite incidental de desacato objeto de controversia], para que, si lo consideran del caso, intervinieran en la presente tutela. 

1.6. Contestaciones 
1.6.1. El Tribunal Administrativo del Quindío solicitó que se negara el amparo deprecado, por cuanto lo que pretende la accionante es utilizar la acción de tutela como un recurso de instancia, con la finalidad de obtener que se deje sin efectos la decisión judicial adversa a sus intereses.

En cuanto a los argumentos en que se sustentó el escrito de tutela, indicó que en ningún momento la confirmación de la sanción frente al caso específico de la señora Díaz Ortiz se podía derivar de lo que ella dejó de hacer antes de su posesión, lo cual explicó que “desde luego que es un absurdo” sino por Io que dejó de hacer u omitió después de ello, pues el estudio del incidente Io hizo “el Tribunal a mediados de este año 2018, es decir, después de seis meses de estar ejerciendo la representación del Ministerio ante el Consejo Universitario”.
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Universitaria, debía adoptar, insinuar, insistir, recalcar, reiterar, impulsar o dejar constancias, al menos, de la necesidad de cumplir de manera cabal el fallo emitido en la acción de cumplimiento, máxime si el periodo otorgado por la judicatura para ello se venció para la época en que ella asumía el cargo”.

1.6.2. Los terceros con interés, Claudia Patricia Bernal Rodríguez, José Wilder Rodríguez Obando, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Iván Correa Valencia, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López y Ángela María Alzate Manjarrés, respectivamente y en síntesis, coincidieron en manifestar que coadyuvaban la solicitud de tutela de la señora Raquel Díaz Ortiz.

Asimismo, coinciden en manifestar que el auto de 19 de julio de 2018 incurrió en defecto fáctico por cuanto no tuvo en cuenta las pruebas arrimadas al plenario, de las cuales se puede concluir que, como miembros del Consejo Directivo del ente Universitario, han venido desarrollado diversos actos de cumplimiento a la orden impartida, concluyéndose que el hecho que actualmente no esté plenamente implementado el Plan de Carrera Administrativa en la Universidad, no quiere decir que haya incumplimiento e imposición de sanción pecuniaria como lo concluyó el Tribunal accionado.    

Asimismo, aludieron que la providencia en cuestión no contiene un análisis de responsabilidad subjetiva en el que se estudie el comportamiento doloso o gravemente culposo de su actuar lo cual, en su criterio, no sucede por cuanto han cumplido en la medida de lo posible las órdenes confirmadas en la sentencia de 22 de julio de 2018.

En consecuencia, solicitaron que se haga efectiva la protección de los derechos fundamentales invocados, se deje sin efectos la sanción impuesta y se haga extensivo, a ellos igualmente, el amparo deprecado.

1.6.3. Los demás sujetos procesales, pese a que fueron notificados en debida forma de la existencia del presente trámite constitucional como consta a folios 81 al 91, guardaron silencio.

2. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer en primera instancia de la acción de tutela instaurada por la señora Raquel Díaz Ortiz contra el Tribunal Administrativo del Quindío, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, en concordancia con el Decreto 1069 de 2015, modificado por artículo 1° del Decreto 1983 de 2017 y el artículo 1º del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si la autoridad judicial accionada vulneró los derechos fundamentales invocados por la accionante, con ocasión del auto de 19 de julio de 2018, por medio de la cual el Tribunal Administrativo del Quindío confirmó la sanción, consistente en multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, adoptada en el auto de 21 de junio de 2018, por parte del Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia, en el marco del trámite incidental, identificado con el radicado 63001-33-33-002-2013-00411-05. 

Asimismo, la Sala deberá establecer, en caso de conceder la razón a los argumentos deprecados por la señora Raquel Díaz Ortiz, si el amparo solicitado es extensible a los terceros con interés que intervinieron en el presente trámite constitucional.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) breves consideraciones respecto de los fallos de cumplimiento, su acatamiento y el incidente de desacato (iii) la procedencia de la acción de amparo contra las decisiones judiciales que resuelven incidente de desacato; (iv) Sobre la coadyuvancia en la acción de tutela (v) estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva y (vi) en caso de encontrarse superado el anterior punto, estudio del caso concreto. 

2.2.1. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto).

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación. 

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

2.2.2. Del fallo de cumplimiento, su acatamiento y el incidente de desacato 

Sobre el incidente de desacato en acciones populares y de cumplimiento, la Corte Constitucional en sentencia C- 542 del 30 de junio de 2010
, sostuvo: 

“La facultad reconocida por el sistema normativo al funcionario judicial para imponer sanciones por desacato a sus decisiones, deriva del acuerdo consignado en la Constitución Política, según el cual la Ley, por su carácter general y abstracto, es la misma para todos y las decisiones adoptadas con fundamento en ella deben ser cumplidas, pues de otra manera, además de desatender los principios y las reglas del Estado de derecho, se generaría un ambiente de anarquía en el que todo destinatario de los preceptos legales y de las órdenes judiciales podría actuar según su propio interés en desmedro del interés general y de instituciones jurídicas que corresponden a conquistas logradas por las sociedades modernas al cabo de siglos de evolución política. La autoridad reconocida a los jueces para dirigir los procesos y las diligencias que en estos se presentan, tiene carácter disciplinario; ella corresponde al desarrollo de lo establecido en el artículo 95-7 de la Constitución Política, según el cual son deberes de la persona y del ciudadano: “7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia”.

A su turno, esta Sección
 ha indicado que con el objetivo de evitar que las sentencias de cumplimiento resulten inocuas, la Ley 393 de 1997, en el artículo 29, dotó al juez de una serie de mecanismos y facultades que le permiten compeler su cumplimiento de parte de la autoridad o particular obligados a acatar las órdenes dictadas. De allí se derivan poderes de coacción y sanción.

El artículo 29
 ibídem establece que en caso de que el juez verifique el incumplimiento del fallo que resuelve este tipo de acciones, podrá sancionar por desacato de la orden judicial a quien estuviera obligado a acatarla (de acuerdo con las normas vigentes)
, sanción que se impondrá mediante el trámite incidental correspondiente.

Es decir que las anteriores disposiciones imponen al juez de cumplimiento de primera instancia el deber de adoptar todas las medidas necesarias tendientes a hacer cumplir cabalmente la sentencia bien sea de primera o segunda instancia.

De modo que el incidente de desacato es una herramienta de carácter disciplinario con la que cuenta el juez de cumplimiento para imponer sanción de arresto o multa a quien de manera negligente e injustificada incumpla la orden judicial respectiva. Y, dado que el carácter de una de las sanciones que procede por desacato es de tipo corporal (arresto), la parte pasiva del incidente es la persona natural (funcionario o particular) encargada de acatar la decisión, y no la persona jurídica. 

En consecuencia, es evidente que durante el trámite incidental debe garantizarse en su mayor expresión el derecho al debido proceso y a la defensa de la persona natural contra quien se dirige el incidente. Para tal efecto, el juez de primera instancia debe atender como mínimo los siguientes criterios: 1) identificar el funcionario o particular en quien recayó la orden u órdenes judiciales que se alegan desacatadas, es decir, al que se le impuso la obligación de cumplirlas; 2) darle traslado al incidentado para que presente sus argumentos de defensa; 3) si es necesario, practicar las pruebas que considere conducentes, pertinentes y útiles para emitir decisión; 4) resolver el incidente, para lo cual debe valorar: primero, si la orden judicial fue desacatada y, segundo, si la persona obligada a cumplirla actuó con negligencia u omisión injustificada, para, en caso afirmativo, imponer la respectiva sanción y 5) siempre que haya sancionado, enviar el incidente al superior para que se surta el grado jurisdiccional de consulta.    

Ahora, para efectos de establecer la responsabilidad que implica la declaración de desacato, es necesario que, como primera medida, se establezca el contenido preciso de las órdenes emitidas en el fallo cuyo incumplimiento se alega.

De llegarse a demostrar que la orden no fue observada dentro del plazo previsto para el efecto, lo correcto es que, después de adelantar el trámite dirigido a procurar el cumplimiento del fallo, el incidente de desacato se dirija contra el funcionario obligado a atender la sentencia.

Así, a efectos de verificar la responsabilidad subjetiva del “incumplido”, ha sido criterio reiterado de esta Corporación que éste debe estar debidamente identificado, pues es sabido que mediante el trámite incidental “no se persigue a un cargo, sino a la persona que lo ostenta”.

En efecto, el incidente debe ser resuelto bajo los parámetros jurisprudenciales anotados, dada su naturaleza sancionatoria, siendo obligatorio considerar el aspecto subjetivo, pues nuestro ordenamiento -entre sus principios rectores- proscribe la responsabilidad objetiva, exigiendo que sea el resultado de una acción u omisión ejecutada dolosa o culposamente por el agente, de tal manera que no sólo se debe determinar si la persona contra quien se inició el trámite incumplió la orden de cumplimiento
, sino además verificar la responsabilidad subjetiva
.

2.2.3. Procedencia de la acción de tutela contra los autos que resuelven el incidente de desacato y la consulta

En consideración a la naturaleza jurídica del incidente de desacato como trámite sancionatorio, bien éste se dirija al cumplimiento de un fallo de tutela o de acción de cumplimiento como ocurre en el caso en concreto, se ha considerado que contra las decisiones que se adopten en el mismo procede la acción de tutela, a condición de que se haya violado el derecho fundamental al debido proceso. 

La Corte Constitucional ha estimado que el juez constitucional que conoce de una tutela contra la providencia de desacato debe limitarse a estudiar “(i) si el juez que decidió el incidente de desacato se ajustó a la orden (…) proferida cuyo incumplimiento define; (ii) si respetó el debido proceso y (iii) si la sanción impuesta – si fuere el caso – no es arbitraria, sin que por otra parte pueda reabrir el debate o decidir sobre el fondo del asunto ya fallado (…) donde se produjo el incidente de desacato que se ataca, ni cambiar la protección concedida o el alcance y contenido de aquella.”
 (Negrilla fuera de texto)

Asimismo, la Corte Constitucional ha sido enfática en afirmar que el cumplimiento de las decisiones judiciales es un elemento propio del derecho de acceso a la administración de justicia, que no solo cobija la posibilidad de que las personas puedan interponer solicitudes ante los jueces, sino que las mismas les sean resueltas y que si se imparte una orden, la misma se materialice. 

En este sentido reiteró:

“De tal suerte que el derecho de acceso a la administración de justicia no sólo es entendido en términos de presupuesto para el ejercicio de los demás derechos fundamentales, sino que abarca, a su vez, tres grandes etapas: (i) el acceso efectivo al sistema judicial; (ii) el transcurso de un proceso rodeado de todas las garantías judiciales y decidido en un plazo razonable; y (iii) la ejecución material del fallo. En ese orden de ideas, el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se vulnera cuando una autoridad pública o un particular se sustrae al cumplimiento de una decisión judicial. (…) Bajo esta lógica, la jurisprudencia de esta Corporación ha llegado a concluir que el cumplimiento de los fallos judiciales tiene el carácter de derecho fundamental”
 (Resaltado por la Sala).
En ese orden de ideas, el no acatamiento de una sentencia de cumplimiento constituye una vulneración al derecho de acceso a la administración de justicia, así como la violación a los derechos fundamentales, dado que las órdenes que allí se impartieron, pretenden precisamente que se efectúe lo ordenado. 

Y ese es precisamente el objetivo de un incidente de desacato: lograr que el obligado obedezca la orden judicial que le fue impuesta, y de advertirse una omisión, el juez constitucional deberá sancionar dicha conducta; por lo que procede, sin que medie solicitud de parte, la consulta ante el superior jerárquico, para que éste verifique la “legalidad de la decisión adoptada por el inferior”.
En atención a lo expuesto, la Sala reitera su posición respecto de la procedencia de la solicitud de amparo contra las decisiones adoptadas en tales trámites, a condición de que se haya violado el derecho fundamental al debido proceso, razón por la cual abordará el estudio de los requisitos de procedibilidad sustantiva de la presente acción, como se analizará seguidamente.

2.2.4. Sobre la coadyuvancia en la acción de tutela 
Al respecto, se resalta que está expresamente prevista en el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, y que frente a la misma la Corte Constitucional ha precisado lo siguiente: 

“El artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 consagra que “…Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud” (Subraya fuera de texto) 

Para actuar como coadyuvante, la jurisprudencia ha interpretado que la disposición antes transcrita contiene solo una exigencia: demostrar un interés legítimo en el resultado del proceso
. Luego, si el juez de tutela haya acreditado el interés del tercero o terceros intervinientes para actuar dentro del proceso, se les debe permitir su vinculación sin que para el efecto se señale una forma específica para hacerlo. En este respecto, en la sentencia T- 435 de 2006, se expuso lo siguiente: 

“En sus pronunciamientos sobre la coadyuvancia, la Corte Constitucional, interpretando el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, ha entendido que terceros ajenos a la conculcación de los derechos fundamentales con interés en el resultado de un proceso de tutela pueden intervenir de diferentes formas, buscando defender sus intereses”. 

Asimismo, dicha Corporación ha considerado que permitir la participación de la persona o personas dentro del proceso de tutela cuando la decisión que se adopte dentro del mismo pueden afectarlos, realiza el contenido del artículo 2 Superior que establece como fin esencial del Estado: “…facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan…”, como también la efectividad del artículo 29 de la Constitución, en lo atinente a la garantía del derecho al debido proceso”
 

2.2.5. Estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva en el caso concreto

2.2.5.1. Aplicando los presupuestos conceptuales anotados al caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad de la acción en relación con el acatamiento del requisito de que no se trate de tutela contra tutela, toda vez que la decisión cuestionada es un auto por medio del cual se sancionó, entre otros, a la accionante, dictado dentro del trámite de incidente de desacato de la acción de cumplimiento que promovió el señor Fabio Cagua Castellanos contra la Universidad del Quindío.
2.2.5.2. Asimismo, se encuentra superados los presupuestos de la inmediatez y subsidiariedad, toda vez que, respecto del primero, la providencia atacada es de fecha 19 de julio de 2018, y la solicitud de tutela se presentó el 3 de octubre de la misma anualidad. Así, sin que resulte ni siquiera necesario verificar la fecha de ejecutoria, es evidente para la Sala que entre ésta y la interposición de la tutela transcurrieron menos de 3 meses, término, que a juicio de la Sala resulta razonable, y frente al segundo, contra la mentada providencia que se controvierte no es  posible la interposición de recursos ordinarios ni extraordinarios.

2.2.6. El caso concreto

Cumplidos los requisitos de procedibilidad adjetiva, es del caso entrar a estudiar el fondo del asunto, es decir, los reproches aludidos por la accionante y los terceros con interés, respecto del auto de 19 de julio de 2018, proferido por el Tribunal Administrativo del Quindío que confirmó la sanción, consistente en multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, a la accionante y los terceros con interés, adoptada en el auto de 21 de junio de 2018, por parte del Juzgado Segundo Administrativo Oral de Armenia, en el marco del trámite incidental, identificado con el radicado 63001-33-33-002-2013-00411-05. 

2.2.6.1. Los argumentos de la señora Raquel Díaz Ortiz

La accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales por cuanto la autoridad judicial incurrió en defecto fáctico por cuanto no tuvo en cuenta el certificado aportado al trámite incidental, expedido por la Secretaría General de la Universidad del Quindío, en el que se indicó que tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad el 18 de diciembre de 2017.

De acuerdo con lo anterior, la actora alega que el Tribunal accionado no tuvo en cuenta que desde que asumió sus funciones como Delegada solo transcurrieron “8 días hábiles” para que cumpliera lo ordenado en los fallos de 21 de junio y 22 de julio de 2013, toda vez que el término adicional otorgado (180 días), en la providencia de 2 de mayo de 2017, se cumplió, según como lo concluyó el mismo Tribunal, el 29 de diciembre de 2017.

En consecuencia de lo anterior, a su juicio la providencia enjuiciada carece del juicio de responsabilidad subjetiva respecto de la actora y por tanto, en su criterio, la sanción impuesta no se encuentra debidamente sustentada. 

2.2.6.2. Los argumentos de los terceros con interés que intervinieron en el presente trámite

A su turno, Claudia Patricia Bernal Rodríguez, José Wilder Rodríguez Obando, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Iván Correa Valencia, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López y Ángela María Alzate Manjarrés, concretaron sus escritos de intervención en indicar que la providencia judicial controvertida incurre en defecto fáctico, por cuanto del análisis de las pruebas aportadas al trámite incidental, no se tuvo en cuenta que han desarrollado diversos actos de cumplimiento a la orden impartida, concluyéndose que el hecho que actualmente no esté plenamente implementado el Plan de Carrera Administrativa en la Universidad, no quiere decir que haya incumplimiento como lo determinó el Tribunal accionado.    

En consecuencia, aludieron que la providencia en cuestión no contiene un análisis de responsabilidad subjetiva en el que se estudie el comportamiento doloso o gravemente culposo de su actuar lo cual, en su criterio, no sucede por cuanto han cumplido en la medida de lo posible las órdenes impartidas en la sentencia de cumplimiento.

En este punto la Sala se permite precisar que, en atención a lo explicado en el acápite 2.2.4. del presente fallo, la Sala tendrá como coadyuvantes de la actora a los terceros con interés que intervinieron en el presente trámite constitucional. No obstante, se anticipa a indicar que no se dictará orden alguna respecto de ellos en atención al análisis que sigue a continuación:  

2.2.6.3. Del defecto fáctico 

Esta Sala de Sección recuerda que en decisión del 12 de noviembre del 2015
 precisó los alcances y requisitos que deben atenderse al momento de abordar el análisis de un defecto fáctico en una providencia judicial, los cuales son traídos a colación en la presente decisión:

Los eventos de configuración del defecto fáctico son: i) omisión de decretar o practicar pruebas indispensables para fallar el asunto; ii) desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes; iii) valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas; y iv) haber dictado sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso; los cuales tienen las siguientes características:

	Evento
	Características

	Omisión de decreto y práctica de pruebas indispensables para fallar el asunto


	Se da cuando la parte, con el fin de probar los hechos que alega, solicitó al juez el decreto de una prueba relevante para resolver el problema jurídico sometido a consideración, y ésta fue negada; ello sin desconocer la facultad del juez ordinario de negar pruebas que no atiendan los requisitos de conducencia, pertinencia e idoneidad. Así las cosas, es importante considerar que no toda negativa a un decreto de pruebas abre la posibilidad a la configuración del defecto, ya que éste procederá cuando se rechace el decreto y práctica de la prueba que, solicitada oportunamente, no cumpla con los parámetros arriba señalados.

De esta manera, se requiere que la parte_

a) Identifique el elemento probatorio que solicitó.

b) Demuestre que lo solicitó en oportunidad legal.

c) Exponga las razones por las cuales la prueba solicitada era conducente, pertinente o idónea.

d) Señale de manera razonada la razón por la cual, de haberse decretado la prueba, el sentido de la decisión hubiere sido otro.

	Desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes
	Se presenta cuando, obrando los elementos de convicción en el expediente, y estos resultan decisivos frente a los hechos que se pretenden probar, éstos no son tenidos en cuenta por el fallador ordinario. En este punto, se requiere que de forma específica, se concrete en el escrito de amparo, cuales pruebas, aportadas oportuna y legalmente, fueron desconocidas por el juez.

Así las cosas, se configura siempre que la parte:

a) Identifique los elementos de prueba no valorados por el juez.

b) Demuestre que éstos fueron aportados en forma legal y oportunamente al proceso

c) Señale las razones por las cuales eran relevantes para la decisión

d) Precise, razonadamente, la incidencia de los mismos para variar el sentido del fallo.

	Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas


	Procede cuando, a la luz de los postulados de la sana crítica, la apreciación efectuada por el fallador, resulta manifiestamente equivocada o arbitraria, y por ello, el peso otorgado a la prueba se entiende alterado.

Se requiere entonces que:

a) La parte precise cual o cuales de las pruebas fueron objeto de indebida valoración por el juez

b) La razón del por qué, en cada caso en particular, la consideración del operador judicial se aleja de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica.

El segundo de los elementos señalados, resulta de vital importancia, pues es claro que un sencillo desacuerdo en relación con la conclusión a la cual arribó el juez de instancia, de ninguna manera puede ser razón para ordenar el amparo constitucional por este aspecto. Aceptar lo contrario, implicaría una sustitución arbitraria del juez natural.

	Dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso


	Refiere al supuesto en que el fallador de instancia decide el asunto con base en pruebas que no observaron los requisitos legales para su producción o introducción al proceso. Así las cosas, el juez no ignora la prueba ni se equivoca en su apreciación, pero yerra al haberla tenido en cuenta para decidir el problema jurídico que le fue planteado, al ser ésta una prueba que desconoce el debido proceso de las partes.

Para su configuración corresponde:

a) Señalar con claridad los elementos probatorios aportados con violación al artículo 29 Constitucional.

b) Exponer las razones que sustentan dicha vulneración.

c) Demostrar que estos elementos de convicción fueron el sustento de la decisión.


En virtud de lo expuesto, la parte accionante debe precisar mínimamente en su escrito el cargo que plantea, para demostrar no solo la configuración del defecto, sino también, su incidencia en la decisión judicial.

Lo anterior se suma a la exigencia de una carga argumentativa razonable para lograr la prosperidad del cargo, toda vez que, en el caso de una tutela contra una providencia judicial, están en juego valores importantes para el ordenamiento jurídico, como lo son la cosa juzgada y los derivados de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución.

Con fundamento en el marco teórico expuesto, en el presente asunto, la Sala advierte que: 

i) Los cargos de la accionante comprenden la falta de valoración del certificado aportado al trámite incidental, expedido por la Secretaría General de la Universidad del Quindío, en el que se indicó que tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad el 18 de diciembre de 2017, lo que en criterio de la actora implica la carencia del análisis de responsabilidad subjetiva respecto de su actuar frente al cumplimiento de la sentencia de 22 de julio de 2013 y;

ii) Por parte de los terceros con interés los argumentos se circunscriben a la valoración presuntamente irracional de las pruebas, toda vez que se afirmó que se realizó una valoración probatoria carente de objetividad que llevó a concluir que no debía imponerse sanción porque los miembros del Consejo Superior de la Universidad del Quindío han desarrollado diversos actos de cumplimiento a la orden impartida, por lo que no debió imponerse sanción.

Sobre el argumento coincidente por parte de la parte actora y los terceros con interés, relativo a la falta de estudio de la fase subjetiva en el incidente de desacato, la Sala destaca que el Tribunal Administrativo del Quindío, en el auto de 19 de julio de 2018, sí realizó el juicio de responsabilidad subjetiva respecto del actuar de los servidores vinculados al trámite incidental. 

El Tribunal accionado indicó, en la providencia controvertida, que el cumplimiento de la sentencia de 22 de julio de 2013 implicaba la concreción de tres (3) faces a saber: i) la implementación del Estatuto de Personal Administrativo en un (1) mes; ii) el diseño de un plan de implementación en tres (3) meses y iii) La ejecución del cronograma, desde la convocatoria hasta la inscripción en carrera, a más tardar a 30 de junio de 2014.

Las faces i) y ii) las encontró acreditadas solo a partir del año 2015, razón por la cual, y con la finalidad de que los incidentados culminaran con el cumplimiento del fallo, revocó la sanción por desacato impuesta en otrora y otorgó un plazo adicional de 180 días hábiles más para lograr concretar la fase iii), esto es, la ejecución del cronograma, desde la convocatoria hasta la inscripción en carrera. Prórroga que se concedió desde el 2 de mayo de 2017 y que feneció el 29 de diciembre de 2017, sin lograrse concretar la fase iii) para el cumplimiento del fallo de 22 de julio de 2013.

De acuerdo con lo anterior y de conformidad con las pruebas arrimadas al proceso, con las cuales se pretendió acreditar que se habían adelantado diversas actuaciones para el cumplimiento del fallo de 22 de julio de 2013 y que por tanto su actuar no fue doloso o culposo, el Tribunal accionado sustentó las razones del porqué se debía confirmar la sanción por desacato impuesta, al considerar que: 

“Todo lo anterior permite identificar que si bien la Universidad del Quindío, con posterioridad a los autos proferidos por esta Corporación - 6 de abril y 2 de mayo de 2017 — ha desarrollado actividades inherentes al cumplimiento de la orden judicial, al día de hoy, no se ha cumplido con la totalidad de la Sentencia, lo cual, no es admisible para el presente asunto, como quiera que desde la ejecutoriada del fallo de segunda instancia, la cual data del 26 de julio de 2013, han transcurrido más de 55 meses sin que se acate o cumpla la orden de ejecutar el cronograma diseñado para cumplir con todas las etapas que conlleva un concurso de méritos; es decir, desde que quedó ejecutoriada la sentencia, hasta la fecha, han transcurrido más de cuatro (4) años, tiempo suficiente para cumplir a cabalidad los deberes que se desprenden de la orden de cumplimiento proferida en los fallos de 21 de junio y 22 de julio de 2013.

Adicionalmente, se encuentra que hasta el 29 de diciembre de 2017 - fecha límite adicional señalada por el Tribunal según las actas de reunión reportadas, apenas se había logrado: la revisión del reglamento interno de la CUCEA hasta el séptimo artículo. Reglamento que tan solo se aprobó el 26 de enero de 2018. Cuando para ese entonces; según lo ordenado por el Tribunal, ya el cumplimiento de la sentencia tenía que estar consolidado a cabalidad.

En ese incumplimiento no solo pueden estar involucrados los miembros de la CUCEA — contra quienes no se profirió el fallo de cumplimiento, dado que para entonces tal comisión no existía y por eso no pueden ser sancionados sino las directivas de la Universidad, incluyendo al señor Rector y los miembros del Consejo Superior, como máximos Órganos administrativos de alma mater, con capacidad y autoridad suficiente para hacer cumplir un mandato judicial que se viene postergando en el tiempo, con todas las excusas acumulativas del caso. Por eso la responsabilidad subjetiva de ellos (Rector y miembros del Consejo), en el incumplimiento destacado, es evidente. No puede aceptarse que se haya tolerado que en el plazo adicional otorgado tan solo se hubiesen efectuado tres reuniones de la CUCEA, sin mayor avance en sus decisiones. Para el Tribunal ese es el punto central de reproche que amerita la imposición de la sanción.

En efecto, no se evidencian a lo largo del expediente, hasta ahora, los actos administrativos o documentos que demuestren la ejecución del cronograma respecto de las etapas de requisición o convocatoria, reclutamiento, preselección, aplicación de las pruebas o instrumentos de selección, entrevista, análisis integral de la información, publicación de resultados, retroalimentación del proceso de selección, conformación de la lista de elegibles; periodo de prueba y la inscripción en carrera.

Los argumentos expuestos por los apelantes, no son de recibo, como quiera que, en criterio del Tribunal, las explicaciones suministradas no son argumentos suficientes para justificar un incumplimiento tan prolongado, sobre todo, si se dejó vencer el plazo adicional de los 180 días (hábiles) logrando tan solo aprobar siete normas del reglamento de la CUCEA.

Aceptar los argumentos indicados por los sancionados, sería desconocer el carácter obligatorio y vinculante de las decisiones proferidas por los Jueces de la República, máxime si se tiene en cuenta que el plazo concedido para cumplir las órdenes impartidas, en criterio de los administradores de justica, era suficiente” (subrayas y negrillas de la Sala).
Así las cosas, el Tribunal accionado no incurrió en defecto fáctico por haber valorado irracionalmente las pruebas con las cuales se pretendió demostrar que se habían adelantado actuaciones para el cumplimiento del fallo de 22 de julio de 2013, como lo aluden tanto la actora como los terceros con interés, pues precisamente encontró en el análisis del factor subjetivo de responsabilidad que: i) se otorgó un plazo adicional al fijado en la sentencia de cumplimiento de 180 días hábiles más y ii) vencida dicha prórroga el 29 de diciembre de 2017, a la fecha en que profirió la decisión que confirmó la decisión de desacato, esto es, 19 de julio de 2018, habían transcurrido otros seis (6) meses más. Sin embargo, no se culminó con el proceso de implementación del sistema de carrera para la provisión de cargos en la Universidad del Quindío, razón por la cual tenía mérito suficiente para la confirmación de la sanción impuesta a los incidentados. 

En efecto, la autoridad judicial accionada analizó las pruebas con que contaba para el 19 de julio de 2018, las cuales lo llevaron a la convicción de que no se han implementado: i) la ejecución del cronograma respecto de las etapas de requisición o convocatoria, ii) reclutamiento, iii) preselección, iv) aplicación de las pruebas o instrumentos de selección, v) entrevista, vi) análisis integral de la información, vii) publicación de resultados, viii) retroalimentación del proceso de selección, ix) conformación de la lista de elegibles; x) periodo de prueba y xi) la inscripción en carrera.

En consonancia con lo anterior concluyó que “Todo esto muestra nuevamente la displicencia que existe frente al cometido que se debe lograr según el fallo: “el sistema de carrera especial para el personal administrativo de la Universidad del Quindío” (Sentencia 103 del 21 de junio de 2013). Las reuniones no avanzan; no se toman decisiones concretas; se extienden las propuestas a temas más allá del alcance del fallo - que son propias de la Universidad sí (el ajuste de la estructura organizacional, por ejemplo) pero no sometidas al requerimiento que exige el fallo de cumplimiento; se empantanan las discusiones por otros factores (…)” valoración que en criterio de esta Sala es completamente racional y propio del análisis de responsabilidad subjetiva.

A pesar de lo anterior, no escapa a la atención de la Sala que la señora Raquel Díaz Ortiz fue la única servidora que acreditó y argumentó en sede de desacato y en la presente tutela, el hecho que tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad hasta el 18 de diciembre de 2017.

De acuerdo con lo anterior, y en atención a que el Tribunal sustentó su sanción en el actuar displicente de los incidentados por cuanto dejaron “vencer el plazo adicional de los 180 días (hábiles) logrando tan solo aprobar siete normas del reglamento de la CUCEA.”, contados, inclusive, a partir del 1 de abril de 2017, la circunstancia particular que la tutelante esgrimió cobraba especial relevancia si se tiene en cuenta que como lo manifestó solo contó con 8 días hábiles de los 180 concedidos en la prórroga de 2 de mayo de 2017, más los seis (6) meses en que la autoridad judicial tuvo en cuenta hasta que profirió, en grado jurisdiccional de consulta, la providencia controvertida, lo que implica que el grado de displicencia de la señora Díaz Ortiz fue menor al de aquellos servidores que no demostraron estar en una situación similar.

Debe recordarse que como lo ha explicado la Corte Constitucional en sentencia SU-034 de 2018 “(…) entre los factores subjetivos el juez debe verificar circunstancias como (i) la responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) del obligado, (ii) si existió allanamiento a las órdenes, y (iii) si el obligado demostró acciones positivas orientadas al cumplimiento. Vale anotar que los factores señalados son enunciativos, pues, en el ejercicio de la función de verificación del cumplimiento, el juez puede apreciar otras circunstancias que le permitan evaluar la conducta del obligado en relación con las medidas protectoras dispuestas en el fallo” (subrayas y negrillas de la Sala).
Así las cosas, pese a que sí efectuó un análisis de responsabilidad subjetiva para todos los vinculados, en ningún momento el Tribunal valoró el certificado aportado por la señora Díaz Ortiz y tampoco se observa que en las consideraciones expuestas se tuvieran en cuenta los argumentos referidos con los cuales buscaba aminorar su responsabilidad subjetiva.

Debe recordarse que en cuanto a la proporcionalidad de la sanción la Corte Constitucional, en sentencia C-033 de 2014 estableció:

“El test de proporcionalidad es un instrumento hermenéutico que permite establecer si determinada medida resulta adecuada y necesaria para la finalidad perseguida, sin que se sacrifiquen valores, principios o derechos de mayor entidad constitucional para el caso concreto que se analiza.

El primer aspecto que debe abordarse con ese propósito, es la finalidad de la medida, a efectos de constatar si ella persigue un objetivo legítimo a la luz de la Constitución.

(…)

El siguiente paso del test de proporcionalidad indaga por la idoneidad de la medida para alcanzar el objetivo propuesto. Este es uno de los pocos casos en que, por excepción, le es permitido al juez constitucional adentrarse en el estudio de los efectos previsibles de la aplicación de la norma acusada.

(…)

Igualmente, la Corte encuentra proporcional en stricto sensu la medida analizada, como quiera que no tiene la entidad para anular por sí misma las libertad de locomoción o la iniciativa privada, como tampoco la dignidad humana, el derecho al trabajo o el debido proceso; por el contrario, permite que se materialicen y protejan como se explica a continuación, por lo tanto, el legislador no ha excedido las funciones que constitucionalmente le son reconocidas en la materia.
 (Subraya de la Sala).
De acuerdo con lo anterior, esta Sala se permite concluir que dicho juicio no fue completo ni proporcional, por parte de la autoridad judicial accionada, frente a la actora y, por ende, la sanción de la accionante debió ser diferente a la impuesta a los servidores que no acreditaron una circunstancia similar (test de proporcionalidad que no sacrifique valores, principios o derechos de mayor entidad constitucional para el caso concreto que se analiza), situación que implica la vulneración de su derecho fundamental al debido proceso por la incursión en defecto fáctico por omisión en la valoración de la referida prueba, en concurrencia con la garantía de proporcionalidad de la sanción frente a los demás sancionados.

En efecto, el Tribunal Administrativo del Quindío, en su escrito de contestación, manifestó que en ningún momento la confirmación de la sanción frente al caso específico de la señora Díaz Ortiz se podía derivar de lo que ella dejó de hacer antes de su posesión, lo cual explicó que “desde luego que es un absurdo” sino por Io que dejó de hacer u omitió después de ello, pues el estudio del incidente Io hizo “el Tribunal a mediados de este año 2018, es decir, después de seis meses de estar ejerciendo la representación del Ministerio ante el Consejo Universitario” y que la actora “como parte efectiva de la máxima autoridad [image: image2.jpg]


Universitaria, debía adoptar, insinuar, insistir, recalcar, reiterar, impulsar o dejar constancias, al menos, de la necesidad de cumplir de manera cabal el fallo emitido en la acción de cumplimiento, máxime si el periodo otorgado por la judicatura para ello se venció para la época en que ella asumía el cargo”. 

Lo cierto es que para la Sala, tales consideraciones debieron ser expuestas en el auto de 19 de julio de 2018, respecto de la prueba que no fue valorada y no pretender que, por medio del escrito de oposición presentado en este trámite constitucional, se complementen o adicionen los argumentos que se echan de menos en la providencia controvertida. 

2.2.7. Conclusión 

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Sala concluye que: i) deben tenerse como coadyuvantes de la parte actora a los señores Claudia Patricia Bernal Rodríguez, José Wilder Rodríguez Obando, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Iván Correa Valencia, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López y Ángela María Alzate Manjarrés, en el presente trámite constitucional. 
ii) Debe concederse el amparo del derecho fundamental al debido proceso de la señora Raquel Díaz Ortiz, en concurrencia con la garantía de proporcionalidad de la sanción impuesta, por cuanto el Tribunal Administrativo del Quindío, en el auto de 19 de julio de 2018, incurrió en defecto fáctico al omitir valorar y pronunciarse, en el juicio de responsabilidad subjetiva realizado en el auto de 19 de julio de 2018, respecto del certificado expedido por la Secretaría General de la Universidad del Quindío, en el que se indicó que la accionante tomó posesión como Delegada del Ministerio de Educación ante el Consejo Superior de la mencionada Universidad el 18 de diciembre de 2017.

En consecuencia, iii) se dejará sin efectos el auto de 19 de julio de 2018, únicamente, en lo que respecta a la confirmación de la sanción impuesta a la señora Raquel Díaz Ortiz y se ordenará al Tribunal Administrativo del Quindío que profiera una decisión complementaria en la que analice y resuelva el juicio de responsabilidad subjetiva respecto de la accionante en el incidente de desacato, teniendo en cuenta la prueba, argumentos y fundamentos que se expusieron en el presente proveído.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO. TENER COMO COADYUVANTES de la acción de tutela que presentó la señora Raquel Día Ortiz contra el Tribunal Administrativo del Quindío a los señores: Claudia Patricia Bernal Rodríguez, José Wilder Rodríguez Obando, Álvaro Córdoba Nieto, Carlos Iván Correa Valencia, Carlos Aníbal Blandón Jiménez, Juan Farid Sánchez López y Ángela María Alzate Manjarrés, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO. AMPARAR el derecho fundamental al debido proceso de la señora Raquel Díaz Ortiz, en concurrencia con la garantía de proporcionalidad de la sanción impuesta, vulnerados por el Tribunal Administrativo del Quindío, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

TERCERO. En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS, el auto de 19 de julio de 2018, ÚNICAMENTE, en lo que respecta a la confirmación de la sanción impuesta a la señora Raquel Díaz Ortiz.

CUARTO. ORDENAR al Tribunal Administrativo del Quindío que, dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de la presente providencia, PROFIERA una decisión complementaria en la que analice y se pronuncie respecto del juicio de responsabilidad subjetiva de la señora Raquel Díaz Ortiz, dentro del incidente de desacato, identificado con el radicado 63001-33-33-002-2013-00411-05, teniendo en cuenta la prueba, argumentos y fundamentos que se expusieron en el presente proveído.

QUINTO. NOTIFICAR a las partes y a los terceros intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
SEXTO. Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, al día siguiente de su ejecutoria.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La presente decisión se discutió y aprobó en sesión de la fecha.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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� Se sancionó a la señora Díaz Ortiz, entre otros, en su calidad de Delegada del Ministerio de Educación al Consejo Superior de la Universidad del Quindío, con multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por incumplimiento del fallo de 22 de julio de 2013 proferido por el Tribunal Administrativo del Quindío en el proceso de acción de cumplimiento radicado 63001-33-33-002-2013-00411-01


� Comisión Universitaria de Carrera Especial Administrativa, creada para la implementación del sistema de carrera de la Universidad del Quindío por medio de Acuerdo 11 de 2013.


� Si bien a folio 1 del expediente, correspondiente al encabezado de la acción de tutela, la actora alude  la incursión de un “defecto sustantivo”, lo cierto es que de los argumentos expuestos a lo largo de su solicitud puede inferirse que se refiere a un defecto fáctico por cuanto no se tuvo en cuenta una prueba arrimada al trámite incidental, lo cual en su criterio, variaría la calificación de su responsabilidad subjetiva dentro del juicio de desacato impartido.


� Folio 80 del expediente. 


�Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� CONSEJO DE ESTADO, SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia”.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.:.11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Corte Constitucional, Sentencia C-542 del 30 de junio de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


� Al respecto puede consultarse providencia de 11 de agosto de 2016, Consejera Ponente Rocío Araujo Oñate, radicación número: 66001-23-33-000-2015-00438-02, incidentante Gloria Inés Córdoba Rucaida.


� El artículo dice: “Desacato. El que incumpla orden judicial proferida con base en la presente Ley, incurrirá en desacato sancionable de conformidad con las normas vigentes, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias o penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el mismo Juez mediante trámite incidental; de no ser apelada se consultará con el superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocar o no la sanción. La apelación o la consulta se hará en el efecto suspensivo”.


� De acuerdo con el artículo 44 del Código General del Proceso, son poderes correccionales del juez “Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes poderes correccionales:


1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.


2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia.


3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.


4. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a los empleadores o representantes legales que impidan la comparecencia al despacho judicial de sus trabajadores o representados para rendir declaración o atender cualquier otra citación que les haga.


5. Expulsar de las audiencias y diligencias a quienes perturben su curso.


6. Ordenar que se devuelvan los escritos irrespetuosos contra los funcionarios, las partes o terceros.


7. Los demás que se consagren en la ley.


PARÁGRAFO. Para la imposición de las sanciones previstas en los cinco primeros numerales, el juez seguirá el procedimiento previsto en el artículo 59 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. El juez aplicará la respectiva sanción, teniendo en cuenta la gravedad de la falta.


Cuando el infractor no se encuentre presente, la sanción se impondrá por medio de incidente que se tramitará en forma independiente de la actuación principal del proceso.


Contra las sanciones correccionales solo procede el recurso de reposición, que se resolverá de plano.





� Fase objetiva.


� Fase subjetiva.


� CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia de 5 de mayo de 2011. M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sentencia T – 482 de 2013.


� Corte Constitucional, sentencia T-533 del 30 de septiembre de 1998. M.P. Hernando Herrera Vergara.


� Corte Constitucional, sentencia de T-349 de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Radicación No. 11001-03-15-000-2015-01471-01, Accionante: Jaime Rodríguez Forero; Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”. Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez


� Corte Constitucional, Sentencia C-033 de 2014. M.P. Nilson Pinilla Pinilla





